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Resumen: El artículo presenta la informa-
ción y las interpretaciones teóricas necesarias
para comparar seis países (Francia, Suecia,
España, Argentina, Brasil y Costa Rica) con
el fin de averiguar si el cambio social ha sua-
vizado las desigualdades relativas entre las
posiciones de sus estructuras de clase y esta-
tus, y si ha promovido su desarrollo económi-
co y su desarrollo humano. Los resultados
indican que el desarrollo económico no tiende
a generar estructuras similares de clase me-
dia; al contrario, ha sido la conciencia de las
interdependencias sociales el factor crucial que
ha intervenido, junto con algunos rasgos es-
pecíficos de dichas estructuras, a favor de la
igualdad y el desarrollo humano.

Abstract: The article provides the information
and theoretical interpretation required for a
comparison of six countries (France, Sweden,
Spain, Argentina, Brazil and Costa Rica).
The author attempts to ascertain whether social
change has reduced the relative inequalities be-
tween the positions of their class structures and
status and whether it has promoted their eco-
nomic and human development. The results
show that economic development does not tend
to generate similar middle-class structures. On
the contrary, the awareness of social interde-
pendence is the crucial factor which, together
with certain specific features of these structures,
has contributed to equality and human devel-
opment.

Palabras clave:  desarrollo, desigualdad, política social, estructura social.
Key words: development, inequality, social policy, social structure.

LOS ILUSTRADOS PENSABAN QUE UN CONTRATO COLECTIVO entre
 ciudadanos libres haría desaparecer la desigualdad social. En
 este contrato, todo el mundo dispondría de una misma dota-

ción de recursos para trabajar y de un mismo margen de maniobra,
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siempre que no dañase a los demás. La desigualdad, para ellos, era el
desequilibrio entre los recursos a que accedían la nobleza y el clero
franceses del siglo XVIII gracias a una serie de privilegios, con respecto
a los recursos de un tercer estado plebeyo excluido de aquellos privi-
legios. En los años cincuenta del siglo XX el demógrafo Alfred Sauvy
recuperó esta reflexión para afirmar que los nuevos países pobres
descolonizados por los europeos eran el tercer mundo.

El recuerdo de las ideas ilustradas no sólo influyó en las metáforas,
sino también en los análisis de los expertos contemporáneos sobre el
fenómeno del desarrollo. Observaban estos expertos que el creci-
miento económico occidental se había basado en un incremento de
la productividad que se había asociado con una serie de cambios so-
ciales, conocidos comúnmente como las tendencias hacia la difusión
de los rasgos sociales de las sociedades ricas: modernización, industria-
lización, urbanización, nacionalización, racionalización, transición de-
mográfica, etcétera. Denominaron desarrollo económico a ese síndrome
de cambios sociales, que midieron gracias al cociente del producto
interno bruto por la población de un país en un momento dado. Uno
de los principales inductores de estos análisis, Simon Kuznets (1989),
ha argumentado de varios modos que el desarrollo agudiza las des-
igualdades de ingreso al comienzo, pero las suaviza más tarde. El pri-
mer agravamiento se debe a fenómenos transitorios, como la diferen-
cia entre los salarios urbanos y rurales o el aumento del número de
familias numerosas, que más adelante remiten. En la misma línea, el
politólogo Seymour Martin Lipset (1992 [1959]) defendió en su mo-
mento que el desarrollo económico afianza la democracia política
porque amplía el volumen de la clase media en la sociedad, lo cual
genera una nueva fuerza a favor de las reformas graduales y desacre-
dita tanto el menosprecio de la clase alta por la clase baja como la
posible resistencia violenta de ésta. El desarrollo económico, por tan-
to, favorecía automáticamente la igualdad. Más adelante otros espe-
cialistas han añadido que esta igualdad es más cualitativa que cuantita-
tiva: en su opinión, a finales del siglo XX se han desarrollado antiguos
países pobres que han conseguido enlazar sus economías con la eco-
nomía global mediante redes empresariales arraigadas en la confian-
za recíproca, en vez de la competencia entre empresas o la lucha de
clases (Gerefi y Fonda, 1992).

Los avales más comunes de estas hipótesis se inspiran en compara-
ciones internacionales. Así, Nielsen y Alderson (1997) intentan de-
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mostrar la hipótesis de Kuznets midiendo el grado de desigualdad de
ingreso entre los condados más pobres y los más ricos de Estados Uni-
dos, y le añaden el matiz de que las desigualdades pueden volver a
ampliarse en las regiones más ricas. O bien, Diamond (1992) recuerda
que las principales democracias del mundo, a excepción de India, se
encuentran en países desarrollados económicamente. Ahora bien,
muchas otras comparaciones han puesto en tela de juicio tales hipóte-
sis. Entre ellas figura la crítica a las comparaciones mecanicistas de
Kuznets, pero sobre todo la constatación de que la curva de Kuznets
apenas puede observarse en una muestra de países que se han desa-
rrollado en la segunda mitad del siglo XX (Brasil, Turquía, Costa Rica,
Malasia, Grecia, Japón, Corea del Sur y Taiwán). En ellos, de hecho, la
igualdad no ha avanzado allí donde el producto per cápita era mayor,
sino allí donde el gobierno ha procedido a un reparto de las tierras
(Bowman, 1997). También desacredita la hipótesis de la democracia
política la observación de los conflictos sociales y del autoritarismo po-
lítico en los países asiáticos industrializados desde los años setenta
(Castells, 1998), o bien de la reversión de los sistemas políticos de-
mocráticos en la América Latina contemporánea después de un largo
periodo de industrialización para sustituir las anteriores importaciones
(O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 1988).

PERSPECTIVA TEÓRICA: LA ESTRUCTURA DE CLASES Y ESTATUS,
LAS DESIGUALDADES Y EL DESARROLLO

Las investigaciones más recientes prefieren subrayar que la relación
entre el cambio social, las desigualdades y el desarrollo es contingen-
te, tal como recuerdan estas anomalías empíricas de las hipótesis
de Kuznets y Lipset, y añaden que la definición de los conceptos debe
revisarse a la luz de otros prismas teóricos. Recuerdan en este sentido
que las teorías funcionalistas de la estructura social (Davies y Moore,
1972; Parsons, 1996), para las cuales la estratificación cumplía funcio-
nes de motivación (gracias a la desigualdad de las recompensas) y de
legitimación (gracias a la abstracción de las reglas del juego, pero tam-
bién al carácter gradual y suave de las desigualdades entre los estratos
modernos), han sufrido graves contratiempos en la investigación.
Hace años que se observó que la movilidad social no era tan amplia
como estas teorías meritocráticas asumían (Lipset y Zetteberg, 1972);
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además, hoy en día se han repetido las pruebas de que la escuela con-
tinúa reproduciendo las desigualdades de clase (Knapp y Woolverton,
1995), de que el desarrollo económico puede engendrar pobreza
(PNUD, 1997) o de que la institucionalización de las desigualdades de
clase puede ser cualitativamente distinta según las tradiciones políticas
(Esping-Andersen, 1993b). Esta propuesta de redefinición se inspira
fácilmente en las coincidencias entre los análisis neomarxistas y neo-
weberianos de la desigualdad, que coinciden en señalar el carácter
estructural de ésta (Burris, 1992; Miguélez et al., 1996; Fernández
Enguita, 1999; Milos, 2000).

¿Aporta este enfoque nuevas explicaciones comparativas para las
desigualdades y el desarrollo? Kuznets y Lipset intentaron precisa-
mente contrastar sus hipótesis a partir de este método de investigación,
pero los debates neomarxistas y neoweberianos, así como la réplica
desde estas posiciones contra la negación postmodernista de las clases
sociales, han concentrado su atención en Europa y Estados Unidos. Es
por tanto necesario considerar hasta qué punto se pueden refutar
aquellas hipótesis desde sus mismos términos metodológicos. A riesgo
de simplificar, vamos a resumir cuatro tesis inspiradas en estas otras
tradiciones teóricas para orientar la comprobación empírica de las su-
sodichas hipótesis.

En primer lugar, el cambio social emerge de las modificaciones
cualitativas de las desigualdades relativas: es el caso del surgimiento de
una clase “de servicio” (Goldthorpe, 1992) o de la reconstrucción del
valor político de las clases sociales (Eley y Nield, 2000). Las estructuras
sociales no siguen un mismo proceso lineal y gradual de transforma-
ción. Wright (1997) ha sugerido que en este proceso confluyen la es-
tructura de clases (esto es, la jerarquía entre las posiciones de clase),
la formación de clases (esto es, la conciencia colectiva de la existencia
de esta jerarquía) y también los efectos combinados de ambos fenó-
menos. De este modo, por ejemplo, en Suecia la permeabilidad de las
posiciones ha reforzado la mayor extensión de la conciencia colectiva
contraria al capitalismo y ha generado una estructura social menos
desigual que en Estados Unidos.

Esta tesis sugiere una primera cuestión operativa: ¿cómo influyen
las estructuras de clases y las formaciones de clase sobre la existencia
de desigualdades y los logros del desarrollo en distintas regiones del
mundo? Es conveniente matizar uno de los conceptos de Wright antes
de seguir adelante. Este autor resume una amplia tradición de análisis
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sociológicos de la estructura social y distingue cuatro recursos de
poder que configuran las clases: el capital, el conocimiento experto, la
autoridad en la organización y el trabajo productivo. Pero estos recur-
sos no influyen de un mismo modo para determinar todas las posicio-
nes y todos los intereses sociales, ya que las versiones empíricas de su
teoría acaban reagrupando algunas de las categorías que pueden dis-
tinguirse teóricamente (Caínzos, 1995). Este hecho de la activación
selectiva sugiere que el acceso a los recursos depende no sólo de su
propiedad, sino también de una serie de derechos sociales que confi-
guran jerarquías de estatus (Turner, 1988). Por tanto, en la estructura de
posiciones se entrecruzan las clases sociales y una variedad de estatus. Aunque
no hay una razón teórica para desechar la posibilidad de que una
clase social coincida con un estatus, y a menudo la probabilidad de en-
cuadrarse en uno u otro estatus varía según la clase social, lo cierto es
que éstos suelen atravesar aquéllas, como ocurre por ejemplo con las
distribuciones de derechos dependientes de los riesgos del paro, la
jubilación anticipada o infradotada, la invalidez o bien la carencia de
títulos secundarios, así como con la cobertura institucional en esas
circunstancias.

En segundo lugar, no sólo el mercado configura las estructuras de
clases y estatus. Aunque la mayor parte de los estudios de la estructura
social se haya concentrado en el análisis del agregado de empleo, las
principales voces en este campo han sacado a colación la trascenden-
cia de otras facetas de la estructura social que influyen decisivamente
sobre la distribución del conocimiento (el estado: Collins, 1979), de
la autoridad (la tradición política asociativa: Esping-Andersen y Korpi,
1991; y el estado: Bourdieu, 1989), o del trabajo (la domesticidad:
Humphries y Rubery, 1984; y el régimen de bienestar: Korpi, 1999).
Adelantado, Noguera y Rambla (2000) proponen distinguir cuatro
facetas o campos de actividad centrales de la estructura social para
indagar qué factores cristalizan en las desigualdades entre distintos
grupos; mencionan para ello el mercado, el estado, la esfera asociati-
va-comunitaria y la domesticidad. Por supuesto, una segunda cuestión
operativa debe indagar hasta qué punto estas facetas de la estructura
social han contribuido a configurar las clases y los estatus en distintos
países de distintas regiones mundiales.

En tercer lugar, aunque la actividad estatal puede moldear las des-
igualdades entre grupos redistribuyendo recursos, el impacto y la
legitimación de estas políticas dependen del arraigo de la conciencia
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de que todas las posiciones sociales son interdependientes en última
instancia. Marshall (1992 [1950]) inauguró la teoría sociológica de la
política social con esta tesis, que resumió en la gráfica expresión de
que para la clase dominante “la reducción de las clases, como la del
humo, se convierte en una meta que debe perseguirse”. Swaan (1992)
ha retomado el hilo escribiendo la historia de esta colectivización de la
conciencia en Europa, a medida que se saturaba la beneficencia local,
que las mutualidades de pensiones incurrían en graves riesgos por el
envejecimiento de un oficio determinado, que la salud pública se aso-
ciaba al urbanismo o que el currículo escolar se convertía en un códi-
go cultural. Retoma la noción de Norbert Elias de los brotes históricos
del proceso de civilización (o autolimitación de los impulsos individua-
les) para trazar esta línea paralela de brotes históricos de colectiviza-
ción. Nótese sin embargo que esta forma de la conciencia colectiva ha
tendido a convertir a las mujeres en meros complementos o usuarias
de los servicios públicos (Dahlerup, 1996) en aras del bien común de
suavizar las desigualdades de clase. Es importante, por consiguiente,
documentar históricamente estos brotes de colectivización en la historia
contemporánea de varios países con estructuras de clases y estatus
distintas, para averiguar si han influido sobre las desigualdades y el
desarrollo.

Por último, conviene distinguir entre las desigualdades relativas a
que han hecho referencia la mayoría de los sociólogos y la noción de
las desigualdades absolutas que ha dado lugar al concepto de desarro-
llo humano. Las primeras hacen referencia a los recursos de poder, en
términos de Wright: al capital, el conocimiento experto, la autoridad
organizativa y el trabajo. Las segundas aluden a la satisfacción de las
necesidades humanas básicas de supervivencia (esperanza de vida) y
de autonomía (educación y producto per cápita; PNUD, 1995; Doyal
y Gough, 1994; Sen, 1995; Galtung, 1998; Max-Neef, 1994). Las pri-
meras se miden con la dispersión de las distribuciones estadísticas
de aquellos recursos; las segundas se miden con la distancia entre la
situación empírica y la mejor situación posible. Esta distinción no es
el resultado de una disquisición bizantina, sino la solución de un enor-
me problema lógico de las teorías sociológicas de la estructura social.
Formulado en los términos de Wright (1997), este problema es el
siguiente: si nadie dispusiese de ninguno de estos recursos estructu-
rales, no habría desigualdad (ni explotación, ni dominación), cierta-
mente, pero tampoco habría posibilidad material de sobrevivir. En-



671¿AGUDIZA EL DESARROLLO LAS DESIGUALDADES SOCIALES?

tonces los datos empíricos se compararían con un modelo de justicia
social que se reduce fácilmente al absurdo. Sin embargo, la noción de
las desigualdades absolutas establece la comparación con un modelo
de justicia social en el que no sólo se minimizan las desigualdades
relativas de recursos, sino que además se incluye la posibilidad de que
todo el mundo desarrolle sus capacidades humanas. A ese modelo se
le ha denominado desarrollo humano e incluye entre sus dimensiones
el antiguo desarrollo económico. El cálculo de los índices del desarro-
llo humano, del desarrollo de sexo y de la pobreza humana (PNUD,
2000) permite avanzar una última cuestión analítica: ¿de qué modo
los cambios de las desigualdades relativas (es decir, de las estructuras
de clases y estatus) y la conciencia de éstos (es decir, la formación de
clases) contribuyen al desarrollo humano? Dentro de ella puede re-
formularse la clásica tesis de la escuela de análisis de la política social:
¿contribuyen la política social y la colectivización de la conciencia al
desarrollo humano?

MÉTODO DE ANÁLISIS COMPARATIVO Y SELECCIÓN DE CASOS

Vamos a contrastar estas hipótesis teniendo en cuenta una breve des-
cripción histórica de los cambios sociales y las estadísticas homologadas
por los organismos internacionales. Con este procedimiento se preten-
de satisfacer dos criterios metodológicos. En primer lugar, conviene
identificar las diferentes conexiones históricas entre varios fenómenos
en varios países. De este modo se puede discernir entre lo común y lo
particular a partir de una panoplia de argumentos específicos a los
casos tomados en consideración (Tilly, 1991). En segundo lugar, con-
viene alinear los distintos estados empíricos de las desigualdades a
lo largo de varias dimensiones. Así se evita la imposibilidad lógica de
establecer un ordenamiento único de las situaciones de desigualdad,
puesto que es muy fácil que la más leve modificación de las medicio-
nes altere la posición de un país dentro de un ordenamiento (Sen,
1973).

Francia, Suecia, España, Argentina, Brasil y Costa Rica son los casos
de referencia. Salta a la vista que son pocos para proceder a correla-
ciones estadísticas, pero son bastantes como para cumplir con los dos
criterios anteriores. Las razones de la selección han sido las siguientes:
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1. Se trata de países de dos regiones mundiales distintas, la OCDE y
América Latina. En la OCDE se incluyen los países industrializados
y desarrollados donde se estudió a fondo aquel síndrome sobre el
que Kuznets y Lipset sugirieron sus conjeturas. América Latina,
en cambio, parecía reproducir el mismo síndrome hacia 1950,
pero en 2000 se había alejado claramente de los rasgos que descri-
ben a los países del primer grupo.

2. Se ha considerado a Francia, Suecia y España porque: a) sus insti-
tuciones se han asimilado significativamente a raíz de su entrada
en la Unión Europea, b) la comparación de sus productos per cá-
pita con sus índices de desarrollo humano muestra algunas incon-
sistencias, y c) constituyen una muestra del régimen corporativo
(Francia), del régimen universalista (Suecia) y del régimen asis-
tencialista o latinomediterráneo (España) de bienestar.

3. Argentina, Brasil y Costa Rica se asemejan en la relevancia de las
transformaciones políticas que han experimentado a lo largo de
la segunda mitad del siglo XX. Reflejan el impacto de dos de los
más poderosos y estables gobiernos populistas: el de Getúlio Vargas
en Brasil y el de Juan Domingo Perón en Argentina. Menos cono-
cida, pero mucho más significativa para el país, ha sido la herencia
del presidente José Figueres en Costa Rica. Constituyen algunos de
los ejemplos menos alejados de lo que la escuela de política social
denomina los régimenes de bienestar, ya que Argentina adoptó
desde la época peronista un esquema corportativo de seguridad
social, si bien los gobiernos le infligieron graves pérdidas a favor
de gastos diferentes de las pensiones; Brasil ha promulgado re-
formas universalistas que no consigue llevar a la práctica; y Costa
Rica ha adoptado una seguridad social claramente universalis-
ta (Huber, 1996). Argentina se distingue de los otros dos casos
porque dobla su renta per cápita; en cuanto a Brasil y Costa Rica,
constituyen un ejemplo muy significativo de la inversión de posi-
ciones según los índices de desarrollo económico y de desarrollo
humano.

Los cuadros 1 y 2 resumen las trayectorias históricas que han confi-
gurado las facetas mercantil, estatal, asociativa y doméstica de la es-
tructura social de los seis países.

Para evitar la redundancia conviene subrayar algunas tendencias
comunes a los tres casos seleccionados en América Latina. Durante los



* Rentas Mínimas de Inserción.
** González (1992) establece la siguiente comparación entre las estructuras de clases de España y de Suecia a partir de la tipología de E. O. Wright:

Suecia España
Empresarios  5.5  3.2
Pequeña burguesía  5.4 23.8
Directivos (expertos y no expertos) 10.9  7.2
Supervisores (expertos y no expertos) 10.1  6.1
Empleados expertos  6.8  4.0
Trabajadores calificados 17.8 18.5
Proletarios 43.5 37.2
Total 100.0 100.0

Elevado desempleo y eventualidad contrac-
tual (cuadro 3). Importancia simbólica de las
denominaciones profesionales (Boltanski,
1987). Importante avance del empleo feme-
nino de tiempo completo (Korpi, 1999)

Régimen corporativo de bienestar con mar-
cadas tendencias a la universalización; se le-
gitima en un principio de solidaridad que
tiñe de rechazo étnico la valoración de algu-
nos programas (Béland y Hansen, 2000).
Larga y compleja cadena de posiciones en-
tre la integración y la exclusión (Derouet,
1992; Bourdieu, 1993; Castel, 1995)

La política se ha asimilado a las formas de
EE.UU. después del “gaullisme” (Bourdieu,
1989, 1993). La crisis industrial y sindical ha
abierto un amplio espacio local del racismo
(Wieviorka, 1992)

La carga total de trabajo mercantil y domés-
tico de las mujeres supera la de los hombres
(PNUD, 2000). Las mesocráticas  asociacio-
nes familiares han instaurado un paradigma
“centrista” de política familiar (Chauvière,
1991). Muchos RMI *-ards reciben el subsidio
aunque no se inserten (Castel, 1995: 418-
435)

Fronteras de clase muy permeables (Wright,
1997). Segregación sexista de mujeres en
empleos públicos y hombres en privados
(Hernes, 1990; Dahlerup, 1996)

A pesar de una crisis, el régimen universalista
de bienestar se ha mantenido (Esping-
Andersen, 1996; Kuhnle, 2000; Navarro,
2000)
Es un régimen comprensivo cuyas transfe-
rencias y servicios abarcan a las clases medias
y obrera (Korpi y Palme, 1998; Husén, 1988)

El predominio socialdemócrata se ha legiti-
mado con el lema de crear un “hogar del pue-
blo”, pero la participación política femenina
también ha sido crucial para ello, aunque no
sea del todo paritaria (Esping- Andersen,
1993b, 1996; Hernes, 1990; Hobson y
Lindhom, 1997; Siim, 1999)

La delimitación entre asociaciones, domes-
ticidad y estado es poco disciplinaria; hay
muchos hogares con doble ingreso y los
servicios infantiles y gerontológicos alcan-
zan una amplia cobertura (Esping-
Andersen, 1999)

Gran peso del sector industrial, del paro,
la eventualidad y la inactividad (cuadro 3).
Importancia relativa de la clase media patri-
monial (González,** 1992). Aguda discrimi-
nación laboral de las mujeres (Cousins,
1998,  2000)

Política laboral neoliberal, educación y sani-
dad socialdemócratas, y servicios sociales
conservadores; pero el gasto es insuficiente
y se incumplen objetivos políticos (Gomà y
Subirats, 1998, 2001). La fragmentación ad-
ministrativa ha generado la fragmentación
de las redes de actores y el minifundismo
asociativo (Gomà y Subirats, 1998, 2001;
Martínez y Blyton, 1995; Rambla y Bonal,
2000; Sarasa y Moreno, 1995)

Se han observado correlaciones de voto y
clase social (González, 1995).  El mayor im-
pulso a la movilización provino primero de la
demanda local de servicios (Castells, 1981;
Balfour, 1989) y luego de la protesta por el
incumplimiento de las promesas “sociales”
de la transición (Aguilar y Roca, 1991; Bilbao,
1995)

La escasez de servicios infantiles y geronto-
lógicos sobrecarga mucho a las cuidadoras
domésticas, quienes además sufren acusacio-
nes de pasividad laboral por parte de las na-
cientes políticas activas de ocupación
(Carraquer, Torns, Tejero y Romero, 1998;
Carrasco, Alabart, Mayordomo y Montagut,
1997; González, Jurado y Naldini, 2000;
Parella, 2000; Varella, 2000; Salvador et al.,
2000)

1.2. Suecia

M e r c a d o E s t a d o S i s t e m a   a s o c i a t i v o D o m e s t i c i d a d

1.1. Francia

M e r c a d o E s t a d o S i s t e m a   a s o c i a t i v o D o m e s t i c i d a d

1.3 España

M e r c a d o E s t a d o S i s t e m a   a s o c i a t i v o   D o m e s t i c i d a d

CUADRO 1

EL MERCADO, EL ESTADO, EL SISTEMA ASOCIATIVO Y LA DOMESTICIDAD EN FRANCIA, SUECIA Y ESPAÑA



No se diferencian las zonas urbanas y rurales
como en el resto de AL (cuadro 4). La hege-
monía secular de los grandes terratenientes
ha bloqueado los efectos desarrolladores que
las exportaciones agrarias tuvieron en los
“dominion” de la Commonwealth (Brown,
1979; Font, 1990)

* Fondo de Asignaciones Familiares y de Desarrollo Social.

CUADRO 2

EL MERCADO, EL ESTADO, EL SISTEMA ASOCIATIVO Y LA DOMESTICIDAD EN ARGENTINA, BRASIL Y COSTA RICA

2.1. Argentina

Mercado Estado Sistema asociativo Domesticidad

Seguridad social restringida con poca cober-
tura y recursos diferidos a otros usos (Lewis,
1993; Huber, 1996). Enorme variedad de mu-
tuas sanitarias. Currículo escolar muy tradicio-
nalista, y sistema privatizado y polarizado
(Grassi et al., 1999)

La política de masas se bloqueó desde los
años 20; un estado hiperactivo ha interveni-
do como un agente político más legiti-
mándose con un discurso sobre el sufrimien-
to del pueblo; se ha entablado un “juego
imposible” porque las autoritarias decisiones
gubernamentales no consiguen ser ejecuta-
das ante las movilizaciones de la oposición
(DiTella et al., 1965; Touraine, 1989;
Cavarozzi, 1988; Papadópulos, 1999)

La disciplina doméstica ha sido más explí-
cita que en otros países, y la tasa de actividad
laboral femenina es más baja; la pobreza
general no registra un efecto claro de femi-
nización (Gammage, 1998)

El agregado de empleo sigue la pauta de AL,
pero destaca la importancia relativa de los
trabajadores agrícolas (cuadro 4). A igual ca-
tegoría profesional, se observan claros efec-
tos específicos de la desigualdad étnica en
cuanto a la salud infantil, la escolaridad, la
entrada en el mercado laboral, las condicio-
nes de empleo y los ingresos (Lowell y
Wood, 1998)

2.2. Brasil

Mercado Estado Sistema asociativo Domesticidad

Es el estado más racional-burocrático de AL,
aunque yuxtapone departamentos eficaces y
redes clientelares (Cardoso, 1998; Teixeira,
1992; Evans, 1996). Se han aplicado princi-
pios universalistas de política social, aunque
con muchos incumplimientos (Huber, 1996;
Arnove et al., 1998; Valladares, 1999)

Durante la dictadura de 1964-85 el empresa-
riado se acercó a los movimientos opositores y
llegaron a pactar la transición (Cardoso,
1988). Estos movimientos han democratiza-
do radicalmente el poder local de algunas ciu-
dades (Santos, 1998; Moll y Fisher, 2000)

A pesar de que los hogares encabezados por
mujeres sufren una pobreza diferencial
(Gammage, 1998), el control de la hiper-
inflación (Ganuza et al., 1998) y el aumento
del número de personas empleadas por ho-
gar (CEPAL, 2000) han podido contener el
nivel general de pobreza

Una economía de exportación cafetalera,
apoyada por la USAID, se ha apoyado sobre
una importante cantidad de pequeños pro-
pietarios agrícolas; la pobreza no ha dismi-
nuido durante los noventa y el efecto
redistributivo del gasto público ha cesado
(Sauma y Garnier, 1997; cuadro 4)

Respuestas heterodoxas a la crisis de los
ochenta aunque con un ajuste hacia 1990;
muestra el régimen de bienestar más uni-
versalista de AL, cuyo núcleo son las trans-
ferencias, la formación, la vivienda social
y el banco de tierras que gestiona el
Fodesaf*(Huber, 1996; G. Huidobro, 1997;
Lungo, 1999)

La revuelta de 1948 instauró un periodo de
elecciones limpias (Stepan, 1988). Apoyo
popular a la política social del estado (García
Huidobro, 1997; Barahona y Sauma, 1997)

A pesar de la relativa igualdad de clases, y de
la implicación de las mujeres en las asocia-
ciones comunales (Barahona y Sauma,
1997), los hogares encabezados por muje-
res padecen mucho mayor riesgo de pobre-
za que el resto (Gammage, 1998)

2.3. Costa Rica

Mercado Estado Sistema asociativo Domesticidad
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años ochenta, Argentina, Brasil y Costa Rica sufrieron un agudo empo-
brecimiento de ingresos a causa de la depresión y de la inflación, que
afectaron con mayor dureza las zonas urbanas; en cambio, durante los
noventa el control de la inflación ha significado una leve recuperación
de estas zonas. Puesto que esta mejora no ha sido tan notable como
aquel empobrecimiento, y además ha llegado con menor fuerza a las
zonas rurales, el balance general es de pérdida absoluta y de amplia-
ción de las desigualdades urbano-rurales (Ganuza, Taylor y Morley,
1998; Korzenewicz y Smith, 2000). Por tanto, en las zonas rurales y
en los barrios de aluvión o “poblaciones” urbanos se ha registrado una
pérdida neta de recursos que en buena parte también ha afectado
a las clases medias de países como la Argentina. Por otro lado, se ha
observado también que en las comunidades pobres las mujeres son el
centro de la acción social de autoorganización y de reivindicación
(Touraine, 1989; Barahona y Sauma, 1997). En Argentina los cuatro
años seguidos de finales de los noventa seguramente han agravado el
empobrecimiento descrito en el cuadro 2.1 a partir de los datos más
recientes, que son de 1998.

COMPARACIÓN DE LAS TRAYECTORIAS HISTÓRICAS DE LOS PAÍSES
DE LA OCDE Y DE LOS PAÍSES DE AMÉRICA LATINA

Las narraciones históricas más corrientes hacen hincapié en el conti-
nuo aumento del producto interno y de la productividad para carac-
terizar los cambios sociales de los países de la OCDE durante la segunda
mitad del siglo XX. Esta descripción se fundamenta en el contraste de
la crisis de los años treinta y las convulsiones políticas que precedieron
a la Segunda Guerra Mundial con la expansión y la estabilidad poste-
riores a 1945.

Durante este periodo, los recursos sociales que configuran las clases
y los estatus experimentaron varios cambios de fondo (Foreman-Peck,
1985; Galbraith, 1973, 1992; Hobsbawm, 1994). En primer lugar, el
mercado polarizó definitivamente la distribución de los recursos de
propiedad ya que redujo el volumen de la antigua pequeña burgue-
sía. En segundo lugar, mientras que en 1945 los mercados registraban
un predominio creciente de la industria, la emergencia de los servi-
cios y el declive de la agricultura, la ganadería y la pesca, más adelante
los recursos de autoridad organizativa y de conocimiento experto han
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ganado importancia a medida que los servicios se convertían en el sec-
tor mayoritario. En tercer lugar, si bien el crecimiento económico y el
estado de bienestar consolidaron entre 1945 y 1975 el pleno empleo
masculino en la mayoría de los países occidentales, sus presupuestos
se han venido abajo desde entonces. En cuarto lugar, el crecimiento
del gasto público, la extensión de los derechos sociales y la institucio-
nalización de la negociación colectiva han configurado varios estatus
sociales de acuerdo con el empleo y con los derechos de ciudadanía.
En quinto lugar, aquellas sociedades industriales de 1945 instauraron
una implacable disciplina social que obligaba a las mujeres a responsa-
bilizarse en exclusiva de las tareas domésticas. Más adelante, en los
años setenta, esta disciplina relajó sus sanciones, y se impuso el arque-
tipo social del hogar con doble ingreso —masculino y femenino—,
pero ni se ha equilibrado el reparto de aquellas responsabilidades ni se
ha igualado la posición de las mujeres y de los hombres en el mercado
laboral.

A pesar de las similitudes dentro de las regiones mundiales, se re-
gistran importantes y significativas diferencias entre los países, como
puede observarse en el cuadro 3. En primer lugar, aunque el produc-
to per cápita francés es mayor que el sueco, y en este país los empleos
sin cualificación abundan más que en aquél, el paro, la pobreza y el fra-
caso escolar escalonan de un modo mucho más suave la estructura
social sueca que la francesa. De este modo, las desigualdades de in-
gresos, el desarrollo humano, el desarrollo de sexo y el índice de po-
breza humana suecos arrojan mejores resultados que los franceses. En
segundo lugar, España se singulariza por el predominio relativo de
los/as trabajadores cualificados, pero también por un mercado laboral
muy duro, una elevada pobreza, una selección escolar rigurosísima y
una profunda desigualdad de ingresos entre hombres y mujeres. Sus
índices de desarrollo humano son un poco inferiores a los franceses y
suecos, pero su pobreza de ingreso es muy superior (véase PNUD, 2000).

Las transformaciones sociales de la segunda mitad del siglo XX tam-
bién han polarizado los recursos estructurales de capital, conocimien-
to, organización y trabajo en América Latina. Este proceso ha seguido
trayectorias muy distintas, que diferencian nítidamente las estructu-
ras de clase y estatus de estos países con respecto a las de Francia,
Suecia y España.

El crecimiento económico latinoamericano arrancó a finales del
siglo XIX y comienzos del XX, según los países, apoyado en las expor-



CUADRO 3

COMPARACIÓN DE LA ESTRUCTURA DE CLASES Y ESTATUS DE FRANCIA, SUECIA Y ESPAÑA CON EL PROMEDIO DE LA OCDE

% OCDE1 Coeficiente de Francia Suecia España
variación1

Población ocupada en categorías socioeconómicas de clases medias y de trabajador/a
  de los servicios con respecto a la población ocupada (1998) 2 59.6 12.75 61.7 52 42.9
Trabajadores/as cualificados con respecto a la población ocupada (1998)2 31.1 23.72 28.9 33.2 44.2
Trabajadores/as no cualificados con respecto a la población ocupada (1998) 2 9.2 27.73 7.8 14.3 12.9
Tasa de paro (1998) 6.7 46.13 11.8 6.5 18.6
Mujeres paradas con respecto a la población activa femenina (1998) 7.5 60.24 13.8 6 26.4
Personas en paro de larga duración (más de 12 meses) con respecto a la población parada (1998) 37.18 42.36 44.1 33.1 54.1
Hombres menores de 25 años parados con respecto a la población activa menor de 25 años (1998) 13.95 64.61 21.9 17.5 27.1
Mujeres menores de 25 años paradas con respecto a la población activa menor de 25 años (1998) 13.2 44.97 30 16.1 43.4
Índice de pobreza (50% de la antigua línea de pobreza de la OCDE) de personas
  en hogares encabezados por pensionistas entre 55 y 64 años (1989-90) 3 15.29 26.57 12.2 15.6
Población que vive con menos de $14.40 ($PPA 1985) al día (1989-95) 11.89 83.32 12 4.6 21.1
Personas funcionalmente analfabetas en porcentaje de la población entre 16 y 65 años (1994-8)4 25 63.09 7.5
Jóvenes entre 15-29 años que no han iniciado o acabado los estudios secundarios superiores (1997-9) 20 63.70 15 8 32
PIBpc $PPA 20% más rico/ PIBpc $PPA 20% más pobre (1997-8). Valor absoluto 5.46 26.59 5.6 3.6 5.4
PIBpc $PPA hombres/ PIBpc $PPA mujeres (1998). Valor absoluto 1.86 22.19 1.59 1.2 2.39
PIBpc $PPA (1998). Valor absoluto 20 357 17.30 21 175 20 659 16 212
IDH (1998). Valor absoluto 0.893 2.05 0.917 0.926 0.899
IDS * (1998). Valor absoluto 0.889 2.23 0.914 0.923 0.891
IPH **-2 (1998) 11.51 24.03 11.1 7.6 11.6

* Índice de Desarrollo según el Sexo.
** Índice de Pobreza Humana.
1 Aunque los datos de todos los países no estén disponibles para todas las variables, se ha podido calcular la mayoría de los indicadores para los siguientes países: Canadá, Finlandia, Francia,

Alemania, Irlanda, Italia, Países Bajos, Portugal, España, Suecia, Gran Bretaña, Estados Unidos, Australia, Austria, Bélgica, Dinamarca, Grecia, Japón, Luxemburgo, Noruega, Suiza, Turquía. Sin
embargo, sólo se han comparado los coeficientes para los siguientes países, dado que sólo de ellos se disponía de datos para todas las variables: Canadá, Finlandia, Francia, Alemania, Irlanda, Italia,
Países Bajos, Portugal, España, Suecia, Gran Bretaña, Estados Unidos. A pesar de todo, no se han observado diferencias muy grandes entre las medias y los coeficientes de variación calculados con
todos los países disponibles y las mismas estimaciones efectuadas sólo con los países comparables en todas las dimensiones.

2 La OCDE utiliza la International Standard Classification of Occupations elaborada por la Organización Internacional del Trabajo en 1988.
3 Gracias a un estudio específico (OECD, 1998), se ha calculado la media de la OCDE con los datos disponibles sobre los siguientes países: Canadá, Francia, Alemania Occidental, Irlanda,

Italia, Países Bajos, Portugal, España, Gran Bretaña, Estados Unidos, Bélgica, Dinamarca, Grecia y Luxemburgo.
4 El PNUD atribuye la media de los países de la OCDE con información disponible para calcular el IPH-2 de España y de Francia.
5 La prueba de χ2 permite comparar las distribuciones de las categorías socioeconómicas de las poblaciones ocupadas en total, en industria y en servicios de los siguientes países: Australia,

Dinamarca, Francia, Alemania, España, Suecia, Reino Unido y Estados Unidos. En primer lugar, se han comparado la tres distribuciones de cada país con las tres distribuciones medias de la
OCDE. Sólo se observa un parecido significativo (χ2>0.95) entre la distribución de las categorías socioeconómicas de la población ocupada en servicios en Francia y la distribución de las
categorías socioeconómicas de la población ocupada en servicios en el promedio de la OCDE. En segundo lugar, se han comparado las distribuciones totales de las categorías socioeconómicas
de todos los países: sólo se observa un parecido significativo (χ2>0.95) entre Francia y Alemania.

FUENTE: OECD (1998). Ageing Working Paper 3.2 (2000ª). Transition Database (2000b). Employment Outlook, <www.oecd.org>, 21/06/2001 y PNUD (2000).
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taciones de café, henequén, cacao, trigo, carne, guano, nitrato, en
suma, de muchos alimentos y materias primas industriales. Sin embar-
go, después de este ciclo y del siguiente periodo de sustitución de
importaciones, siguieron varios años de estancamiento y de empobre-
cimiento, de los que los distintos países han salido de modos muy dife-
rentes, gracias a un crecimiento, espasmódico en ocasiones, durante
los años noventa (Ganuza, Tayor y Morley, 1998; Kliksberg, 2000). En
esta última época los recursos de capital se han polarizado en tanto
en cuanto los complejos empresariales locales, cuya estrategia ya se
orientaba a menudo hacia la especulación, han pasado a depender
de firmas europeas y norteamericanas. Por otro lado, el considerable
desempleo abierto, la importancia de la agricultura en las zonas rura-
les —muy diferenciadas de las urbanas— y la enormidad del sector
informal han impreso en el núcleo de las estructuras latinoamerica-
nas de clase y estatus una mezcla de la pequeña propiedad con el
trabajo reproductivo que las aleja de los moldes occidentales. La dis-
tancia entre los sectores económicos modernos y tradicionales, o bien
entre los sectores conectados y desconectados de los flujos globales,
así como la intersección del patronazgo empresarial con la filosofía
fordista de la empresa, han polarizado mucho más que en la OCDE los
recursos de organización y de conocimiento experto, precisamente
en una época en que emerge una cierta economía de servicios y se
suman los factores que multiplican el número de pequeñas empresas.
Finalmente, la crisis de los sistemas de protección clientelares, instau-
rados por los populismos (Touraine, 1989), junto con el legado de un
sistema de castas (Stolcke, 1992), han rasgado la estructura de estatus
de formas muy variadas según los países.

El cuadro 4 resume algunas magnitudes susceptibles de compara-
ción entre los países latinoamericanos. Revela los siguientes contras-
tes. De entrada, Argentina se sitúa por delante de los otros dos refe-
rentes en la mayor parte de las medidas de ingreso. Sin duda, el
hecho de que su renta duplique la media latinoamericana y las de
Brasil y Costa Rica da cuenta de la mayor parte de estas ventajas. Des-
de este ángulo, con todo, es paradójico que sean mayores la pobreza
humana sanitaria y urbanística argentinas que las costarricenses, y
mucho más en el segundo aspecto. Por su lado, Costa Rica ha conse-
guido un desarrollo humano superior al de Brasil a pesar de que su
renta per cápita es inferior. Significativamente, esta diferencia no se
debe sólo a la menor pobreza de ingreso, puesto que en esta dimen-
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sión no siempre Costa Rica resulta mejor parada que Brasil, ni a una
mayor matriculación combinada de todos los niveles educativos. En
cambio, los impactos de los servicios sanitarios en la supervivencia y de
los educativos en la alfabetización, como de las mejoras urbanísticas
en el acceso al agua potable y al saneamiento, son mucho más contun-
dentes en el primero que en el segundo. En Brasil, además, la des-
igualdad y la pobreza de ingresos son abismales. Esta última incide
más en algunas categorías profesionales que en Costa Rica, hasta el
punto de que el índice de pobreza de los trabajadores por cuenta
propia no profesionales brasileños supera el de sus homólogos costa-
rricences en +7% en la industria, en +4% en el comercio, y en +32%
en la agricultura. La gravedad de este dato se refuerza al recordar
que los agricultores por cuenta propia constituyen más de la mitad de
la población ocupada en las zonas rurales de Brasil.

En suma, las trayectorias de las estructuras sociales han articulado
los recursos de poder de formas muy distintas, hasta el extremo de
que han configurado estructuras de clases y estatus de tipos cualita-
tivamente distintos. Los indicadores estadísticos tienen que reflejar
esta diferencia cualitativa. Ahora bien, dentro de ambas regiones
mundiales es posible distinguir aspectos específicos de cada país.
Estas dos observaciones conllevan dos implicaciones para las hipótesis
que orientan el análisis. Pimero: las estructuras de clase y estatus no
varían dentro de una escala continua, como parecían suponer Kuznets
y Lipset. Segundo: no basta con tener en cuenta estas estructuras de
clase y estatus para explicar las desigualdades relativas y absolutas en
los distintos países, puesto que la sobrerrepresentación de unos gru-
pos comporta efectos específicos en cada país.

COMPARACIÓN CUANTITATIVA DE LAS ESTRUCTURAS DE CLASE

Y ESTATUS DE LOS PAÍSES DE LA OCDE Y DE AMÉRICA LATINA

Aunque los resúmenes históricos de cada país hayan podido recabar
informaciones sobre las características de sus agregados de empleo,
sus regímenes de bienestar, sus asociaciones representativas y las nor-
mas de la domesticidad, sólo ha sido posible medir algunos aspectos
de las dos primeras dimensiones. Con todas las precauciones debidas,
es verosímil comparar estas magnitudes de las estructuras de clases y
estatus del conjunto de la OCDE y de América Latina. De hecho, de



CUADRO 4

COMPARACIÓN DE LA ESTRUCTURA DE CLASES Y ESTATUS DE ARGENTINA, BRASIL Y COSTA RICA CON LA MEDIA DE AMÉRICA LATINA

% América Latina1 Coeficiente Argentina Brasil Costa Rica
de variación1

Empresarios/as2 con respecto a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 4.95 37.12 4.6 4.7 8.5
Asalariados/as2 con respecto a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 65.32 12.5 72.5 67.8 74.1
Asalariados/as2 del sector público con respecto a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 13.93 27.19 15.6 13.3 19.7
Asalariados/as2 del sector privado con respecto a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 52.21 15.95 56.9 54.5 54.4
Asalaridos/as2 del sector privado profesionales con respecto a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 7.13 44.64 4.9 8.8
Asalariados/as2 del sector privado urbano no profesionales en empresas hasta con cinco empleados con respecto
   a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 28.84 25.92 36.3 31.3 30.2
Asalariados/as2 del sector privado urbano no profesionales en empresas con más de cinco empleados con respecto
   a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 11.72 21.83 15 9.7 10.6
Empleados/as2 domésticos/as con respecto a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 5.64 30.80 5.6 8.6 4.8
Trabajadores/as2 por cuenta propia con respecto a la población ocupada, zonas urbanas (1997-8) 29.76 26.58 23 27.5 17.4
Trabajadores/as2 por cuenta propia no profesionales, zonas urbanas (1997-8) 28.21 29.41 n.d.3 25.8 15.4
Empresarios/as2 con respecto a la población ocupada, zonas rurales (1997-8) 3.4 51.78 n.d.3 2 7.3
Asalariados/as2 con respecto a la población ocupada, zonas rurales (1997-8) 42.95 35.93 n.d.3 33.6 68.3
Asalariados/as2 del sector público con respecto a la población ocupada, zonas rurales (1997-8) 5.49 54.42 n.d.3 4.1 9.7
Asalariados/as2 del sector privado con respecto a la población ocupada, zonas rurales (1997-8) 37.9 38.89 n.d.3 29.5 58.6
Trabajadores/as2 por cuenta propia con respecto a la población ocupada, zonas rurales (1997-8) 53.59 30.49 n.d.3 64.3 24.4
Trabajadores/as2 por cuenta propia agrícolas con respecto a la población ocupada, zonas rurales (1997-8) 37.37 47.18 n.d.3 57.2 10.7
Tasa de desempleo abierto, zonas urbanas (1998) 9.88 44.18 13.4 9.2 5.3
Tasa de desempleo abierto de los hombres entre 15 y 24 años, zonas urbanas (1998) 23.18 38.59 21.5 14.6 10
Tasa de desempleo abierto de las mujeres entre 15 y 24 años, zonas urbanas (1998) 16.71 47.98 26.5 21 16.6
Tasa de desempleo abierto de los hombres entre 35 y 44 años, zonas urbanas (1998) 5.42 43.92 8.1 4.6 2.4
Tasa de desempleo abierto de las mujeres entre 35 y 44 años, zonas urbanas (1998) 7.63 58.24 14.9 7.6 4.3
Hogares bajo la línea de la pobreza de la CEPAL, zonas urbanas (1994-7) 36.76 49.63 12 25 17
Incidencia de la pobreza entre los trabajadores por cuenta propia no profesionales ni técnicos en la industria
  y la construcción, zonas urbanas (1996-8) 38.82 57.24 8 28 21
Incidencia de la pobreza entre los trabajadores por cuenta propia no profesionales ni técnicos en el comercio
  y los servicios, zonas urbanas (1996-8) 34.47 57.64 6 22 18
Incidencia de la pobreza entre los trabajadores por cuenta propia no profesionales ni técnicos en agricultura,
  silvicultura y pesca, zonas rurales (1996-8) 57.42 40.01 n.d. 56 24
Hogares pobres encabezados por mujeres (1996-7) 26.24 17.39 26 24 27
Hogares no pobres encabezados por mujeres (1996-7) 25 16.06 26 24 24
Tasa de analfabetismo de personas adultas mayores de 15 años (1998) 13.42 72.62 3.3 15.5 4.7
Ratio de matriculación bruta en educación primaria, secundaria y universitaria combinada (1998) 69.35 12.79 80 84 66
PIBpc PPA$ 20% más rico/ PIBpc PPA$ 20% más pobre (1997-8). Valor absoluto 17.25 36.09 25.5 13
Ingreso laboral medio de las mujeres con respecto al ingreso laboral medio de los hombres, zonas urbanas (1997) 67.94 10.33 70 62 78
Ingreso laboral medio de las mujeres de 15 a 24 años con respecto al ingreso laboral medio de los hombres
  de 15 a 24 años, zonas urbanas (1997) 64.5 12.18 95 77 99
Ingreso laboral medio de las mujeres de 35 a 44 años con respecto al ingreso laboral medio de los hombres
  de 35 a 44 años, zonas urbanas (1997) 67 12.01 66 62 33
PIBpc PPA$ (1998). Valor absoluto 5475 49.07 12013 6625 5987
IDH (1998). Valor absoluto 0.74 9.45 0.837 0.747 0.797
IDS (1998). Valor absoluto 0.73 9.89 0.824 0.736 0.789



IPH-1 (1998) 14.58 50.96 n.d. 15.6 4
Población sin expectativas de vivir más de 40 años (1998) n.d. n.d. 5.5 11.6 3.9
Tasa de analfabetismo de adultos sobre la población mayor de 15 años (1998) n.d. n.d. 3.3 15.5 4.7
Población sin acceso a agua potable (1990-98) n.d. n.d. 29 24 4
Pobación sin acceso a saneamiento (1990-98) n.d. n.d. 32 30 16

1 Se han calculado las medias de América Latina con los datos disponibles de los siguientes países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala,
Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay, Venezuela.

2 No sólo se indica el doble género en el primer término de cada categoría por razones de corrección. Un análisis más exhaustivo debería ponderar la diferente presencia de hombres y
mujeres en cada una de ellas. Para sintetizar información en esta exposición tan sólo se han medido las desigualdades generales entre hombres y mujeres, sin desglosarlas por categorías.

3 En Argentina la CEPAL no establece la distinción estadística entre las zonas urbanas y rurales.
4 La prueba de χ2 permite comparar las distribuciones de las categorías socioeconómicas de las poblaciones ocupadas en las zonas urbanas y rurales de los siguientes países: Argentina,

Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay, Venezuela. Nótese que
Argentina y Uruguay sólo pueden incluirse en la comparación de zonas urbanas, puesto que la CEPAL no distingue entre zonas urbanas y rurales de estos países. Este análisis sólo indica un
parecido significativo (χ2>0.95) entre las distribuciones de las zonas urbanas de a) El Salvador y Honduras (entre sí y) con la media latinoamericana, b) Argentina y México, c) Argentina y
Uruguay, y d) la República Dominicana, El Salvador, Honduras y la media de América Latina. Por otro lado, no registra ningún parecido significativo (c2>0.95) entre las distribuciones de las
zonas rurales.

FUENTE: CEPAL, 2000. Panorama Social de América Latina, www.cepal.org, 21/06/2001.
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acuerdo con las hipótesis que atribuyen el cambio estructural al creci-
miento, en una región del mundo las estructuras de clases y estatus
deberían variar tanto como la distribución del producto per cápita.1

El cuadro 3 refuta esta suposición para el caso de la región mundial
que configuran los países de la OCDE. Si bien el producto per cápita de
estos países es parecido (su distribución sólo registra un coeficiente
de variación de 17.30%) y sus estructuras de clases tampoco son muy
dispares, sus estructuras de estatus revelan bruscas variaciones. Los
índices de paro difieren en alrededor de 40% o de 60% en el paro
femenino y el paro juvenil masculino. La pobreza de ingreso, el analfa-
betismo y la carencia de títulos educativos secundarios varían también
en más de 60%. En consecuencia, es difícil atribuir la explicación del
cambio social al mercado o al agregado de empleo, puesto que el in-
flujo del estado de bienestar y de la división sexual del trabajo marca
improntas muy distintas en el reparto de los estatus.

Se observa asimismo que la esperanza de vida y la escolarización
ejercen un efecto homogeneizador entre estos países. Sus valores de
desarrollo y pobreza humana no difieren tanto entre sí como este
reparto de los estatus.

La comparación de las categorías socioprofesionales de las pobla-
ciones ocupadas de varios países con la media de la OCDE y entre sí
erosiona aún más aquellas conjeturas, porque apenas revela semejan-
zas que sean estadísticamente significativas. Sólo Francia se aproxima
a la media regional, y sólo Francia y Alemania se aproximan entre sí
(véase el cuadro 3, nota 4). Es decir, aunque la distribución de las clases
sociales sea más concentrada que el reparto de los estatus, tampoco
puede afirmarse que las clases sociales presenten frecuencias pareci-
das en todos los países.

El cuadro 4 reproduce unos cálculos análogos para la región mun-
dial latinoamericana. Mide la variación de las estructuras de clases y
estatus de los países de la región, y compara todos los países entre sí
para averiguar si son similares (véase el cuadro 4, nota 5).

A diferencia de la OCDE (17.30%), la variación del producto per
cápita es considerable entre los países latinoamericanos (49.7%).

1 Castles (1998) ha realizado un ejercicio análogo con respecto a las políticas públi-
cas. La hipótesis de la modernización da por sentado que los coeficientes de variación
de las variables referidas al mercado laboral, el régimen de bienestar o el gasto públi-
co disminuyen con la misma modernización y, por ende, son ínfimos entre los países
modernos.
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Debe entenderse este dato recordando que algunos de estos países
han experimentado procesos de intenso crecimiento económico a
lo largo del siglo XX, hasta el punto de que el Cono Sur figuraba entre
las regiones más ricas del mundo hacia 1940. Más adelante otros paí-
ses han conseguido ritmos de crecimiento mayores, que sin embargo
no han alcanzado las cotas de aquéllos. Por ello a finales de los noventa
el producto per cápita argentino doblaba el brasileño. Por otro lado,
durante ese mismo decenio el crecimiento económico latinoamerica-
no fue espasmódico, ya que sufrió altibajos a distinto ritmo en muchos
países (Ganuza, Taylor y Morley, 1998).

A primera vista, pues, de acuerdo con esta relativa heterogeneidad
de la renta, el supuesto del paralelismo entre el crecimiento conti-
nuado del producto per cápita y el arraigo de las clases medias parece
encontrar algún apoyo: por ejemplo, en el hecho de que el porcen-
taje de asalariados/as profesionales del sector privado registre la
mayor variación al comparar las estructuras de clases urbanas. Con
todo, la validez de aquel supuesto pierde terreno de nuevo al obser-
var que las principales variaciones aparecen en la comparación de
las estructuras sociales rurales, en particular entre los empresarios, los
asalariados del sector público y los trabajadores agrícolas por cuenta
propia. Si bien el primer dato figura en el activo de la hipótesis de la
homogeneidad de las estructuras sociales según su grado de desarro-
llo, el hecho de que un país relativamente pobre como Costa Rica
muestre la moda del porcentaje de empresarios rurales vuelve a des-
acreditarla.

Por otro lado, el desempleo abierto de las mujeres de mediana edad,
la pobreza entre los trabajadores urbanos por cuenta propia y el anal-
fabetismo revelan disparidades del reparto de los estatus que van más
allá de las disparidades en el producto per cápita. Las condiciones de
vida insalubres registradas en Argentina en comparación con Costa
Rica apuntan en esa misma dirección, así como la diferente tendencia
de la pobreza de ingreso en las zonas urbanas y rurales (Ganuza, Taylor
y Morley, 1998). Parece, pues, que una explicación exhaustiva de estas
diferencias debe traer a colación, cuando menos, la actividad estatal
junto con el funcionamiento del mercado.

La comparación de las estructuras de clases sólo revela algunos pare-
cidos entre Argentina, México y Uruguay, países con un producto per
cápita relativamente cercano, pero estos parecidos dependen tanto
del número de empleadores y de profesionales como de la suma total
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de los asalariados.2 Además, Chile constituye entonces una importante
excepción a la regla. Por otro lado, El Salvador, Honduras y la República
Dominicana se aproximan a la media latinoamericana y se asemejan
en el otro extremo, ya que en ellos es mayor la presencia de trabaja-
dores urbanos por cuenta propia que no son empresarios. Además,
como sugerían los coeficientes de variación, no existe ningún parecido
significativo entre las estructuras de clases rurales de estos países.

En suma, a pesar de algunos matices, la esperada correlación entre
el producto per cápita y las estructuras de clases y de estatus no co-
rresponde con los datos de los países de la OCDE ni de América Latina.
La considerable variación de las distribuciones de los estatus entre
países, mucho más acusada en comparación con la estructura de cla-
ses en la OCDE, sugiere que los regímenes de bienestar juegan un
papel decisivo en la constitución de las desigualdades relativas, ya que
se inspiran en tradiciones políticas y normas culturales muy diferen-
tes. La desigualdad relativa entre los ingresos de los hombres y de las
mujeres indica que la división del producto no sólo vulnera esta di-
mensión de la equidad, sino que probablemente se encarna en unas
normas no cuantificables que atribuyen a las mujeres las responsabili-
dades domésticas. Nótese asimismo que el régimen de bienestar pue-
de ser decisivo en el caso del paro femenino. Mientras que en Francia
y España las mujeres sufren mucho más esta situación que los hom-
bres, la diferencia no es tan clara en la media de la OCDE ni en Suecia.
En sí mismo, el desempleo abierto latinoamericano es incomparable
con el desempleo de la OCDE, donde el empleo formal está mucho más
arraigado; sin embargo, sus medidas denotan también oscilaciones im-
portantes en cuanto a la diferencia entre el desempleo abierto feme-
nino y el masculino, ya que los hombres jóvenes aparecen mucho más
en esta categoría que las mujeres jóvenes, mientras que 2% de sobre-
representación regional de las mujeres de mediana edad desem-
pleadas se traduce en 6.8% en Argentina, pero sólo en 3% en Brasil y
1.9% en Costa Rica.

Este análisis se añade a las dudas que ha expresado repetidamente
el PNUD (p. ej. 1997) sobre el potencial explicativo del crecimiento
económico. Efectivamente, la satisfacción de las necesidades huma-
nas no sólo depende de este factor radicado en la faceta mercantil de

2 Compárense los PIB per cápita en PPA$: Argentina = 12013, Chile = 8787, Uru-
guay = 8623, México = 7704 (PNUD, 2000).
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la estructura social. Pero además, las estructuras de clases y de estatus
tampoco dependen exclusivamente de él.

LOS CAMBIOS ESTRUCTURALES Y LA POBREZA HUMANA

¿Influyen las características de las estructuras de clase y estatus sobre
la pobreza humana? Puesto que uno y otro concepto han permitido
relativizar el monopolio explicativo de los factores mercantiles, es
razonable preguntarse por su posible conexión.

En cuanto a los países de la OCDE, es difícil renunciar a la compara-
ción entre regímenes de bienestar. Los defensores de esta tipología
no sólo han argumentado que los regímenes de bienestar establecen
grados de desmercantilización del trabajo productivo muy diferentes
(Esping-Andersen, 1993b). Han añadido que el más desmercantili-
zado régimen universalista reduce mucho más las desigualdades de
ingreso entre clases y entre hombres y mujeres que los demás, de los
cuales el régimen liberal es más clasista que el corporativista, pero
este último es más sexista que aquél (Korpi, 1999). Es razonable, por
tanto, preguntarse si la pobreza de ingreso y la pobreza humana se
asocian asimismo con los regímenes, aunque sólo sea posible conside-
rarlas en conjunto, porque las estadísticas del PNUD no desagregan
esta magnitud por sexo.

El cuadro 5 muestra los resultados de esta comparación. El producto
per cápita alinea los países liberales por delante de los universalistas, a
éstos por delante de los corporativistas, y a estos penúltimos por de-
lante de los asistencialistas. Ahora bien, el producto de los países uni-
versalistas es significativamente mayor que el de los países corpora-
tivistas, el cual a su vez es significativamente menor que el de los países
liberales. Parece sorprendente que las diferencias sean irrelevantes
cuando entran en juego los países asistencialistas, pero la sorpresa se
diluye al observar los coeficientes de variación: la distribución de esta
variable dentro del régimen corporativista es mucho más concentra-
da de lo que es dentro de los regímenes universalista y liberal.

Paradójicamente, la alineación anterior se altera al considerar la
pobreza de ingreso. Ésta es parecida en los países universalistas y en
los países corporativistas, pero ambas son significativamente menores
que la pobreza de ingreso de los países liberales. Entre éstos, Irlanda
registra un porcentaje muy elevado de personas que viven con menos
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de $14.4 PPA* al día, pero Estados Unidos y Gran Bretaña también
arrojan valores elevados. En todo caso, el coeficiente de variación de
este grupo es mucho mayor que el de los otros, hasta el extremo de
que se aproxima a 83.32% de variación registrado en el conjunto de la
OCDE (véase el cuadro 3). En este sentido, salta a la vista la relativa ho-
mogeneidad interna de los otros dos regímenes. Obsérvese que Espa-
ña es el segundo país con mayor número de pobres de ingreso, por
detrás de Irlanda, pero por delante de todos los demás.

En cambio, no son significativas las diferencias en el índice de pobre-
za humana, de acuerdo con el cual los países liberales y asistencialistas
superan levemente a los países corporativistas y universalistas. Los re-
gímenes universalista y corporativista han conseguido controlar la po-
breza de ingreso mucho más que los regímenes liberal y asistencialista;
además, en estos últimos la pobreza humana es levemente superior.
Con una renta per cápita mayor, el régimen liberal apuntala unos
mercados y, por ende, unos agregados de empleo más desiguales que
los regímenes universalista y corporativista. En Francia ambas formas
de pobreza se aproximan a los promedios de la OCDE, que se elevan a
11.89% para la pobreza de ingreso y a 11.51% para la pobreza huma-
na (véase el cuadro 3). En Suecia en cambio son muy inferiores, y en
España la pobreza de ingreso es muy grande mientras que la pobreza
humana se equipara a la media.

Llama la atención el hecho de que en los países universalistas la
pobreza de ingreso sea menor que la pobreza humana,3 es decir, que
el agregado de empleo lleve a menos gente a la pobreza que las otras
facetas estructurales. Probablemente, ese efecto ocurre porque el
régimen laboral asociado con este régimen de bienestar (Stephens,
1996) ha restringido el paro de larga duración y la pobreza de ingre-
so a niveles menores que los de la expectativa de una vida corta y del
analfabetismo funcional. La pauta es parecida en los países corpo-
rativistas, si bien no es significativa. Y se invierte, aunque sin llegar
tampoco a un valor estadístico significativo, entre los países liberales,

* Paridad de Poder Adquisitivo.
3 La prueba de F proporciona las siguientes probabilidades de que las diferencias

entre la distribución del IPH y de la pobreza de ingreso dentro de los regímenes de
bienestar sean significativas: a) dentro del régimen universalista F= 0.2011211, b) dentro
del régimen corporativista F= 0.0397223, y c) dentro del régimen liberal F= 0.0025052.
Por tanto, estas distribuciones difieren significativamente dentro del régimen univer-
salista, pero son iguales en los otros dos.



CUADRO 5

COMPARACIÓN DE LOS ÍNDICES DE POBREZA DE INGRESO Y DE POBREZA HUMANA ENTRE VARIOS PAÍSES

REPRESENTATIVOS DE LOS DISTINTOS REGÍMENES DE BIENESTAR DE LA OCDE (1998)

PIBpc PbIn1 IPH-2

Regímenes universalistas (1)
Finlandia 20847 3.8 8.6
Suecia 20659 4.6 7.6
Noruega 26342 2.6 7.3
Dinamarca 24219 7.6 9.3
Media 23 016.75 4.65 8.20
Desviación estándar 2 754.96 2.13 0.92
Coeficiente de variación 11.97 45.84 11.22
Regímenes corporativistas (2) Prob F(1.2) 0.047 0.306 0.465
Francia 21175 12 11.1 Prob F(1.3) 0.681 0.016 0.308
Alemania 22169 11.5 10.4 Prob F(2.3) 0.010 0.021 0.686
Italia 20585 2 11.9 Prob F(1.4) 0.306 n.d n.d.
Países Bajos 22176 6.2 8.2 Prob F(2.4) 0.735 n.d n.d.
Austria 23166 8 n.d. Prob F(3.4) 0.188 n.d n.d.
Bélgica 23223 12 12.4
Japón 23257 3.7 11.2
Media 22 082.33 8.62 10.80
Desviación estándar 1 054.23 4.03 1.64
Coeficiente de variación 4.77 46.77 15.20
Regímenes liberales (3)
Canadá 23582 5.9 11.8
Irlanda 21482 36.5 15
Gran Bretaña 20336 13.1 14.6
Estados Unidos 29605 14.1 15.8
Australia 22452 7.8 12.2
Media 23 491.40 15.48 13.88
Desviación estándar 3 621.43 12.25 1.78
Coeficiente de variación 15.42 79.13 12.79
Regímenes asistencialistas (4)
Portugal 1 4701 n.d.
España 1 6212 21.1 11.6
Grecia 1 3943 n.d.
Media 1 4952 n.d.
Desviación estándar 1155 n.d.
Coeficiente de variación 7.73 n.d.

1. Pobreza de ingreso calculada como el porcentaje de la población que vive con menos de $14.40 al día (PPA 1985) (PNUD, 2000).
2. La clasificación de los países se basa en Korpi (1999). Se ha clasificado a Dinamarca como país universalista, a pesar de que su seguridad social no sea tan progresiva como

la de los otros países universalistas, en atención a la intensidad del gasto social y al grado de desmercantilización de este país (Esping-Andersen, 1993b).
3. Las medias de los distintos régimenes no son iguales si la probabilidad de F excede 0.05. Se destacan en negrita los casos de igualdad entre medias.
FUENTE: PNUD 2000.

PIBpc PbInd  IPH-2
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donde el mercado genera mayores desigualdades que las otras face-
tas de la estructura de clases y empleos. Eso mismo sucede en España,
donde las facetas estructurales ajenas al mercado consiguen aliviar
la dureza de éste.4

Por consiguiente, es dudoso que estos niveles de pobreza depen-
dan estrictamente del mercado, ya que la pobreza de ingreso varía
mucho más que el producto per cápita. La actividad estatal puede
explicarlos parcialmente, al menos en lo que respecta a la garantía de
ingresos o bien a la efectividad del sistema escolar. Sin embargo, la
gran variación detectada dentro del régimen de bienestar liberal
pone en tela de juicio cualquier explicación que intente reducir los
factores de la desigualdad al modelo de política social. Tampoco es
posible reducir la expectativa de una vida corta a factores institucio-
nales. Pero sobre todo, los enormes desequilibrios españoles obligan a
buscar una explicación que articule una mayor variedad de factores.

Esta explicación puede inspirarse en los regímenes de bienestar, en
las características de la colectivización y en la delimitación institucio-
nal de la domesticidad en los distintos países. El régimen universalista
y la colectivización encarnada en la ideología del “hogar del pueblo”
(Hobson y Lindholm, 1997) son pilares decisivos de la igualdad en los
países escandinavos en general y en Suecia en particular; se añade a ello
una correlativa proliferación de los hogares de doble ingreso (Esping-
Andersen, 1996, 1999). Esta igualdad tan consolidada coexiste con la
barrera sexista que todavía restringe la actividad política femenina
dentro del mismo estado de bienestar y limita su acceso a otras esferas
de poder (Dahlerup, 1996; Siim, 1999).

Por varias razones, un mayor producto per cápita no proporciona
un desarrollo humano tan generalizado en Francia: en primer lugar,
el régimen corporativista de bienestar limita el acceso de las mujeres
al mercado laboral, es decir, al núcleo de la economía productiva

4 Componentes de la pobreza humana en los países universalistas:

IPH-2 1998 % Personas sin Personas Paro de larga Personas que viven
expectativas de  funcionalmente duración con menos de $14.4
vivir más de 60  analfabetas 1998 % PPA al día
años 1998 % 1998 %  pob. activa 1998 %

Noruega 7.3 8.9 8.5 0.3 2.6
Suecia 7.6 8.5 7.5 2.7 4.6
Finlandia 8.6 11.1 10.4 3.1 3.8
Dinamarca 9.3 12.7 9.6 1.5 7.6

FUENTE: PNUD, 2000.
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(Esping-Andersen, 1996), aunque la acción estatal quizás esté revir-
tiendo este efecto en este país (Korpi, 1999); y en segundo lugar, la
ideología de la “solidaridad francesa” entra en contradicción con una
sociedad multiétnica (Béland y Hansen, 2000) y genera una inacaba-
ble gradación de estatus que flotan entre las posiciones integradas y
las excluidas (Bourdieu, 1993; Castel, 1995).

Los componentes de longevidad y escolarización han adelantado el
índice de desarrollo humano de España nueve posiciones con respec-
to de su producto per cápita (PNUD, 2000), pero aun así, su pobreza
de ingreso y su pobreza humana ascienden a cotas elevadas. Las face-
tas estatal y asociativa de la estructura social no pueden dar cuenta
por sí solas de este avance relativo, por cuanto la providencia estatal es
menguada y compartimentada, las redes de actores son muy fragmen-
tarias y la ideología de la europeización sólo arropa una conciencia
social muy tenue5 (Gomà y Subirats, 1998; Noya, 1999). De hecho, la
redistribución de la renta, resultado de una de las intersecciones más
claras de la actividad estatal con la mercantil, muestra una capacidad
mucho menor que en el resto de los países para aminorar la pobreza
de ingreso. Por tanto, es necesario subrayar la centralidad del apoyo
familiar en el cuidado de niños y mayores, e incluso en la compensa-
ción de las deficiencias del apoyo estatal a las transiciones juveniles,
para entender el desarrollo humano en España (González, Jurado y
Naldini, 2000).

A falta de una tipología tan consolidada de las políticas sociales que
llevan a cabo los estados latinoamericanos, la comparación entre ellos

5 Noya (1999) proporciona algunas medidas rudimentarias de la colectivización.
Señala las considerables ambivalencias de la opinión pública española ante el estado
de bienestar: así, una tercera parte de los españoles responsabiliza simultáneamente al
individuo y a la sociedad de la pobreza, la mitad pide una mayor redistribución estatal
de los ingresos, pero una menor presión fiscal, y las dos terceras partes demandan ma-
yor protección para los parados, pero piensan que el desempleo disminuiría si el sub-
sidio correspondiente fuese menor (Noya, 1999: 187). En términos comparativos, se
observa que la redistribución merece en España una legitimación mucho más ambigua
que en Suecia (Noya, 1999: 203), mientras que en España se aprecian mayores am-
bivalencias que en Francia respecto de los medios para reducir el estado de bienestar y
de la opacidad de éste (Noya, 1999: 205, 207). Sin embargo, el estado de bienestar im-
prime tanto en España como en Francia marcados estigmas a sus usuarios, ya que le
otorgan esta connotación unos porcentajes de informantes mayores que en Dinamar-
ca, Holanda, Luxemburgo y la ex RFA, similares a los de Grecia y Portugal, y menores
que en la ex RDA, Irlanda y el Reino Unido (Noya, 1999: 207).
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puede inspirarse en un cuadro que mide el volumen y la tendencia
del gasto social en varios países junto con algunas magnitudes de su
pobreza de ingreso y de su pobreza humana (cuadro 6).

Una primera lectura de las distribuciones del producto per cápita
y del gasto social revela que Argentina destaca en el segundo porque
destaca en el primero, dado que la relación entre ambas magnitudes
se ha mantenido estable en los años noventa. En Brasil el gasto social
es mucho más intenso y atrae más recursos públicos que en países de
renta parecida, como son México y Colombia, si bien éstos han recu-
perado terreno durante los noventa a un ritmo mucho mayor que
Brasil. En este sentido, puede ser aceptable la caracterización del es-
tado brasileño como una burocracia relativamente efectiva (Evans,
1996) con tintes socialdemócratas (Huber, 1996). Pero en Costa Rica,
a pesar de la mayor estabilidad de la relación entre las magnitudes, el
gasto social supera los valores brasileños y el producto es un tanto
menor.

La elevada renta per cápita y la intensidad del gasto social explican
que la pobreza per cápita argentina sea moderada, siempre que no se
la compare con la uruguaya. Pero la renta per cápita debe dejar paso
al elevado gasto social para explicar por qué Brasil y Costa Rica consi-
guen reducir su pobreza de ingreso mucho más que otros países con
una renta similar.

Como en los regímenes liberal y asistencialista dentro de la OCDE,
la pobreza humana es menor que la pobreza de ingreso en América
Latina. Ahora bien, los contrastes son notables. A pesar de su riqueza,
Argentina condena a una tercera parte de su población a unas condi-
ciones urbanas pésimas. Brasil, que destacaba en comparación con
México y Colombia por su menor pobreza de ingreso, acaba condenan-
do a mucha mayor población que aquéllos a la pobreza humana. De
los tres casos considerados, sólo en Costa Rica una escasa pobreza hu-
mana se corresponde con una escasa pobreza de ingreso. Por otro lado,
aunque la feminización de la pobreza y su relación con la domesticidad
cobre tonos muy distintos según los países (Gammage, 1998), se ha
observado un denominador común en varios países latinoamericanos:
el incremento de los hogares con doble ingreso se ha convertido en el
principal amortiguador social de la pobreza de ingreso (CEPAL, 2000).

El análisis de la actividad estatal y de la colectivización sugiere algu-
nas pistas determinantes para entender este cuadro. En Argentina el
“juego imposible” parece haber fracturado una incipiente conciencia



685¿AGUDIZA EL DESARROLLO LAS DESIGUALDADES SOCIALES?

C
U

A
D

R
O

 6

C
O

M
PA

R
A

C
IÓ

N
 D

E
 L

O
S 

ÍN
D

IC
E

S 
D

E
 P

O
B

R
E

Z
A

 H
U

M
A

N
A
 E

N
T

R
E
 V

A
R

IO
S 

PA
ÍS

E
S 

C
O

N
 D

IS
T

IN
T

O
S 

N
IV

E
L

E
S 

D
E
 G

A
ST

O

SO
C

IA
L
 E

N
 A

M
É

R
IC

A
 L

A
T

IN
A

 (
19

98
)

PI
B

 p
er

 cá
pi

ta
G

as
to

 S
oc

ia
l

G
S/

PI
B

Va
ri

ac
ió

n 
G

S/
H

og
ar

es
 b

aj
o 

la
IP

H
-1

Po
bl

ac
ió

n 
si

n
($

PP
A

) 1
99

8
(G

S)
 p

er
 cá

pi
ta

%
 1

99
0-

93
va

ri
ac

ió
n 

PI
B

 lí
ne

a 
de

 p
ob

re
za

 1
99

8
ac

ce
so

 a
 a

gu
a

en
 $

19
85

 1
99

0-
93

19
90

-9
9

C
EP

A
L 

%
 1

99
4-

7
po

ta
bl

e %
 1

99
8

A
rg

en
ti

n
a

12
 0

13
51

6.
5

16
.7

1.
07

12
n.

d.
29

C
hi

le
8 

78
7

26
0.

9
14

.6
1.

43
17

4.
7

9
U

ru
gu

ay
8 

62
3

32
9.

6
17

.5
2.

68
6

3.
9

5
M

éx
ic

o
7 

70
4

16
7.

4
7.

1
2.

57
31

10
.4

15
B

ra
si

l
6 

62
5

17
7.

3
10

.8
1.

99
25

15
.6

24
C

ol
om

bi
a

6 
00

6
10

7.
2

7.
8

18
.7

7
39

10
.4

15
C

os
ta

 R
ic

a
5 

98
7

26
1.

7
15

.9
1.

15
17

4.
0

4
Ve

n
ez

ue
la

5 
80

8
30

6.
1

8.
5

–1
1.

06
41

12
.4

21
B

ol
iv

ia
2 

26
9

45
.0

4.
5

7.
64

47
17

.4
20

FU
E

N
T

E
: 

C
E

PA
L

, 
19

95
 y

 2
00

0 
w

w
w.

ce
pa

l.o
rg

 2
1/

06
/2

00
1.



REVISTA MEXICANA DE SOCIOLOGÍA, AÑO 65, NÚM. 3, JULIO-SEPTIEMBRE, 2003686

social de las relaciones de interdependencia (Di Tella, Germani y
Graciarena, 1965), hasta el punto de que una parte de las escuelas ha
renunciado incluso a sus funciones sociales educativas (Grassi, Hintze
y Neufeld, 1999) y de que ni siquiera se ha articulado una política so-
cial (Papadópulos, 1999).

En Brasil es necesario contrapesar los reclamos socialdemócratas
del discurso estatal con el hecho de que las políticas sociales y educa-
tivas han sido objeto de transferencias infradotadas a los estados y a los
municipios. El empuje de los movimientos asociativos locales (Santos,
1998) puede ser una causa importante de la reducción de la pobreza
en el sur del país (Amadeo y Neri, 1998) y de la ventaja del IDH* de Rio
Grande do Sul con respecto a su producto per cápita (Santos, 1996).
Con todo, la mejoría de la pobreza de ingreso se debe al efecto auto-
mático del control de la hiperinflación (Amadeo y Neri, 1998) y el
racismo estructural aparece como un telón de fondo que coarta bue-
na parte de estas iniciativas (Lowell y Wood, 1998).

Es probable que la conciencia social haya arraigado en Costa Rica
bajo el lema de la “liberación” nacional, que han esgrimido desde en-
tonces los vencedores de la breve guerra civil. Las percepciones de los
mismos pobres corroboran parcialmente esta hipótesis en tanto en
cuanto expresan la conciencia de que el salario social ofrece una ga-
rantía inestimable (Barahona y Sauma, 1997). Sin embargo, es impor-
tante recordar que este discurso no se corresponde con la apertura
efectiva en la gestión del Fodesaf más allá de la actividad estatal. Este
programa no prevé ninguna participación local ni asociativa, sino que
funciona simplemente como un instrumento de construcción nacio-
nal (Menjívar, 1999) en un contexto internacional donde la ayuda
norteamericana fue decisiva durante los años ochenta.

Estas conclusiones deben matizarse con algún comentario puntual
sobre la relación entre los cambios estructurales y la pobreza humana
en América Latina. La CEPAL (2000) intenta reducir esta relación a la
estructura de clases recordando la sobrerrepresentación de los em-
presarios rurales en la pobre pero igualitaria Costa Rica. El análisis
comparativo de este país y los resultados de el cuadro 4 relativizan
este posible efecto y avalan el carácter decisivo de la política social
estatal apoyada parcialmente por una contradictoria colectivización.
La centralidad de la actividad estatal puede observarse asimismo en el

* Indice de Desarrollo Humano.
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esfuerzo de gasto público efectuado por países como México, Colom-
bia y Bolivia, si bien no es posible contextualizar debidamente ese dato
en este ejercicio de comparación.

CONCLUSIONES

¿Son homogéneas las estructuras de clase y estatus de los países con
un producto per cápita similar?

Los resultados de la comparación efectuada indican que las es-
tructuras de clase y estatus son heterogéneas incluso entre países con
un desarrollo económico parecido. En primer lugar, las distribucio-
nes estructurales son significativamente diferentes en las dos regiones
mundiales consideradas. En segundo lugar, las trayectorias se han di-
ferenciado dentro de las regiones mundiales de países con un grado
de desarrollo elevado o intermedio. En tercer lugar, las estructuras de
clases y estatus rurales son mucho más dispares que las urbanas en
América Latina. En este sentido, es demasiado artificioso afirmar que
el relativo bienestar de Costa Rica se debe simplemente a la sobrerre-
presentación de la clase media en este país (CEPAL, 2000), puesto que
este efecto estadístico se deriva de la relativa abundancia de empresa-
rios agrícolas (en vez de empleados urbanos), los cuales además no
ascienden ni a 10% de la población ocupada rural.

¿Cómo influyen las estructuras de clases y las formaciones de clase
sobre la existencia de desigualdades y sobre los logros del desarrollo en
distintas regiones del mundo?

No son verosímiles las atribuciones automáticas del desarrollo a la
presencia relativa de una u otra clase social. Así, la sobrerrepresen-
tación de trabajadores no cualificados se corresponde en Suecia con
los mayores índices de desarrollo humano, o bien la importancia de las
clases medias urbanas argentinas no ha impedido un empobreci-
miento generalizado. Pueden rastrearse algunos factores de las con-
tradicciones del desarrollo en España en el hecho de la infrarre-
presentación del sector de servicios con respecto a Francia o Suecia,
así como en Brasil puede imputarse una parte de la pobreza de ingre-
so a la enorme cantidad de agricultores por cuenta propia que no son
profesionales, o bien es razonable que el bienestar costarricense haya
dependido (sólo en parte) del papel del tradicional grupo de agricul-
tores empresarios. Pero la parcialidad de todos estos resultados obliga
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a buscar procesos de acción colectiva y de colectivización para dar
cuenta de las distintas trayectorias de desarrollo.

¿Hasta qué punto las facetas de la estructura social han contribuido
a configurar las clases y los estatus en distintos países de distintas re-
giones mundiales?

Varios resultados estadísticos restringen el poder explicativo del
mercado. Muchos de ellos remiten al papel del estado: así, la mayor
amplitud de los coeficientes de variación de las medidas de estatus en
comparación con las medidas de clase en las dos regiones considera-
das, los diferentes grados de homogeneidad del producto per cápita
y de la pobreza de ingreso dentro de los regímenes de bienestar de
la OCDE, o simplemente la disparidad entre el producto per cápita y la
pobreza en América Latina. Sin embargo, es obvio que otras facetas
deben tenerse en cuenta para entender otros datos, como las desigual-
dades entre los hombres y las mujeres en los agregados de empleo o
bien las inconsistencias del IDH con respecto al PIB per cápita en las
comparaciones de Francia y Suecia o Brasil y Costa Rica.

¿Han influido los brotes de colectivización sobre las desigualdades
y el desarrollo? ¿De qué modo los cambios de las desigualdades rela-
tivas (es decir, de las estructuras de clases y estatus) y la conciencia de
ellos (es decir, la formación de clase) contribuyen al desarrollo hu-
mano?

A riesgo de simplificar, después de considerar todos los matices ex-
puestos, puede afirmarse que algunos rasgos de la estructura de cla-
ses y estatus y de la conciencia social han contribuido a potenciar la
igualdad y el desarrollo (en términos comparativos) en los seis países
seleccionados. Puede ser que el efecto de los servicios sobre el núme-
ro de hogares de doble ingreso sea significativo para explicar el mayor
desarrollo humano de Francia y Suecia con respecto a España, pero
también es cierto que la hegemonía de las ideologías socialistas en el
país escandinavo ha dejado una huella mucho más igualitaria en su es-
tado del bienestar que las contradicciones étnicas francesas. Con todo,
en los tres países de la OCDE se identifican trazos de aquellos brotes de
colectivización mencionados por Swaan. En cambio, estos brotes se han
bloqueado en Argentina y Brasil tras la crisis de los populismos. De
otra parte, muchas ciudades y regiones brasileñas experimentan hoy
en día un brote de colectivización a pesar de la escasez de servicios
públicos que padecen. Dentro de América Latina, sólo en Costa Rica
se atisba un proceso similar al europeo de retroalimentación entre
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una política social universalista (salvando las distancias) y el arraigo de
la conciencia social.
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